
2) ¿Implican las disposiciones del artículo 65 de la Directiva 2001/82/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y del 
artículo 16 de la Directiva 2006/123/CE (2) del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios, que un Estado 
miembro puede denegar el reconocimiento a las autorizaciones de distribución al por mayor de medicamentos 
veterinarios expedidas por las autoridades competentes de los demás Estados miembros a sus propios nacionales y exigir 
que éstos estén también en posesión de la autorización de distribución al por mayor expedida por sus propias 
autoridades competentes nacionales para tener derecho a solicitar y explotar autorizaciones de importaciones paralelas 
de medicamentos veterinarios en este Estado miembro?

3) ¿Es conforme con los artículos 34, 36 y 56 TFUE y con el artículo 16 de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, relativa a los servicios, una normativa nacional que asimila a los importadores paralelos de 
medicamentos veterinarios a los titulares de una autorización de explotación cuya exigencia no está prevista por la 
Directiva 2001/82/CE del Parlamento Europeo y del Consejo modificada por la que se establece un código comunitario 
sobre medicamentos veterinarios y que, en consecuencia, los somete a las obligaciones de disponer de un 
establecimiento en el territorio del Estado miembro de que se trate y de realizar la totalidad de operaciones de 
farmacovigilancia previstas por los artículos 72 a 79 de dicha Directiva?

(1) Directiva 2001/82/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 6 de noviembre de 2001, por la que se establece un código 
comunitario sobre medicamentos veterinarios (DO L 311, p. 1).

(2) Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado 
interior (DO L 376, p. 36).

Petición de decisión prejudicial planteada por la Court of Appeal (England & Wales) (Civil Division) 
(Reino Unido) el 6 de marzo de 2015 — Secretary of State for the Home Department/NA

(Asunto C-115/15)

(2015/C 171/24)

Lengua de procedimiento: inglés

Órgano jurisdiccional remitente

Court of Appeal (England & Wales) (Civil Division)

Partes en el procedimiento principal

Demandante: Secretary of State for the Home Department

Demandada: NA

Cuestiones prejudiciales

1) ¿Está obligado el nacional de un tercer país, ex-cónyuge de un ciudadano de la Unión, a demostrar que su ex-cónyuge 
estaba ejercitando derechos basados en el Tratado en el Estado miembro de acogida en el momento en que se produjo su 
divorcio, para poder conservar el derecho de residencia en virtud del artículo 13, apartado 2, de la Directiva 2004/38/ 
CE (1)?

2) ¿Dispone un nacional de la Unión de un derecho de residencia basado en el Derecho de la Unión para residir en el 
Estado miembro de acogida en virtud de los artículos 20 TFUE y 21 TFUE cuando el único Estado de la Unión en el que 
ese ciudadano tiene derecho a residir es el Estado de su nacionalidad, pero un órgano jurisdiccional competente 
determina que la expulsión de ese ciudadano del Estado miembro de acogida al Estado de su nacionalidad vulneraría sus 
derechos basados en el artículo 8 del CEDH o el artículo 7 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea?

3) En caso de que el ciudadano de la Unión mencionado en la segunda cuestión sea un menor, ¿dispone el progenitor que 
tiene atribuida la custodia en exclusiva de ese menor, de un derecho de residencia derivado en el Estado miembro de 
acogida si el menor tuviera que acompañar a su progenitor en caso de expulsión de dicho progenitor del Estado 
miembro de acogida?
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4) ¿Tiene un menor derecho a residir en el Estado miembro de acogida con arreglo al artículo 12 del Reglamento (CEE) 
no 1612/68 (2) (actualmente artículo 10 del Reglamento (UE) no 492/2011) (3) si el progenitor del menor ciudadano de 
la Unión, que ha trabajado por cuenta ajena en el Estado miembro de acogida, ha dejado de residir en él antes de que el 
menor haya iniciado sus estudios en dicho Estado?

(1) Directiva 2004/38/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativa al derecho de los ciudadanos de la 
Unión y de los miembros de sus familias a circular y residir libremente en el territorio de los Estados miembros por la que se modifica 
el Reglamento (CEE) no 1612/68 y se derogan las Directivas 64/221/CEE, 68/360/CEE, 72/194/CEE, 73/148/CEE, 75/34/CEE, 75/35/ 
CEE, 90/364/CEE, 90/365/CEE y 93/96/CEE (DO L 158, p. 77).

(2) Reglamento (CEE) no 1612/68 del Consejo, de 15 de octubre de 1968, relativo a la libre circulación de los trabajadores dentro de la 
Comunidad (DO L 257, p. 2; EE 05/01, p. 77).

(3) Reglamento (UE) n o 492/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2011, relativo a la libre circulación de los 
trabajadores dentro de la Unión (DO L 141, p. 1).

Petición de decisión prejudicial presentada por el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad 
Autónoma del País Vasco (España) el 9 de marzo de 2015 — Confederación Sindical ELA y Juan 

Manuel Martínez Sánchez/Aquarbe S.A.U. y Consorcio de Aguas de Busturialdea

(Asunto C-118/15)

(2015/C 171/25)

Lengua de procedimiento: español

Órgano jurisdiccional remitente

Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma del País Vasco

Partes en el procedimiento principal

Demandantes: Confederación Sindical ELA y Juan Manuel Martínez Sánchez

Demandadas: Aquarbe S.A.U. y Consorcio de Aguas de Busturialdea

Cuestión prejudicial

El art. 1.b) de la Directiva 2001/23/CE (1), del Consejo, de 12 de marzo de 2001, en relación con su art. 4.1, ¿se opone a 
una interpretación de la legislación española destinada a darle efectividad, que excluya el deber de subrogación por el hecho 
de que una empresa del sector público, titular de un servicio inherente a su propia actividad y que precisa relevantes medios 
materiales, que ha venido realizando mediante contrata, imponiendo al contratista el uso de esos medios de su propiedad, 
decide no prorrogar la contrata y asumir directamente su realización, valiéndose de personal propio, excluyendo a priori al 
que la contratista empleaba, de tal modo que el servicio se sigue llevando a cabo sin más cambio que el que proviene de la 
sustitución de los trabajadores que desarrollan la actividad, y su sujeción a un empresario diferente? 

(1) Sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los trabajadores en 
caso de traspasos de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad. DO L 82, p. 16
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